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			Capítulo I

			El protocolo de Estado

			
1.	Definición y alcance

			Se entiende como protocolo de Estado el conjunto de normas dictadas desde las instituciones públicas (leyes, reales decretos, decretos, reglamentos y manuales dictados desde instituciones reconocidas) y costumbres y tradiciones inveteradas que, en razón de su dilatada existencia, han pasado a tener la consideración de norma o rango de ley, y cuyo ámbito de aplicación se circunscribe exclusivamente al total de las instituciones públicas de un país.

			No obstante, numerosos expertos consideran que este entramado legal en ocasiones debe observarse o tenerse en cuenta en los actos no oficiales cuando en ellos participen autoridades públicas, o se recurra al uso de símbolos y honores del Estado.

			De esta manera, si una empresa organiza un evento corporativo y en el salón donde se desarrolla es su deseo colocar banderas oficiales, es recomendable que respete la normativa correspondiente. Así, no le conviene disponer la enseña de la comunidad autónoma en lugar de mayor privilegio que la española porque la ley de la bandera de España obliga a que la nacional ocupe el mástil principal. Por otra parte, aunque la normativa de precedencias de las autoridades reguladas por normativa solamente es de aplicación para los actos promovidos por las instituciones oficiales, hoy desde los estamentos protocolarios se aconseja en unos casos (se intenta imponer en otros) que se respete el orden de las autoridades señalado por el correspondiente real decreto.

			Así, por ejemplo, en un palco deportivo, en un partido promovido por un club, se generaría un importante conflicto institucional si el presidente del club decidiera dar mayor relevancia a un ministro frente al presidente de la comunidad autónoma donde se celebra el evento deportivo, o quedaría en un severo aprieto si diera una mejor posición al obispo frente al consejero, salvo que aquel fuera considerado invitado de honor por alguna razón claramente entendible.

			El protocolo de Estado es una expresión relativamente joven, pues prácticamente como tal no se empieza a utilizar en España hasta el año 1983 cuando se creó, mediante real decreto, la figura del jefe de protocolo del Estado —cargo que actualmente no existe como tal, aunque sus competencias han sido asumidas por el director del Departamento de Protocolo de la Presidencia del Gobierno.

			
				
					
				
				
					
							
							Real Decreto 2101/1983, de 4 de agosto, por el que se crea la Jefatura de Protocolo del Estado. Boletín Oficial del Estado, núm. 188, de 8 de agosto de 1983. Páginas 21932 a 21933.

						
					

				
			

			

			Dicha normativa justifica la creación del cargo «a efectos de que las normas de Protocolo reciban, en su aplicación, un tratamiento uniforme en todos los ámbitos y esferas de la vida oficial del Estado» y le confiere «la dirección, coordinación, interpretación y ejecución de las normas sobre el régimen de Protocolo y Ceremonial del Estado».

			La necesidad de matizar protocolo de Estado surge de la evolución que desde años atrás venía produciéndose sobre el significado de la palabra protocolo. Una circunstancia que recoge muy bien Marín (2014, pág. 14) cuando afirma:

			«El Ceremonial y el Protocolo, términos que hasta hace muy pocos años se utilizaban en actos estrictamente enmarcados en el ámbito de los actos oficiales del Estado, de las relaciones diplomáticas e intergubernamentales, de las actividades solemnes de las diferentes administraciones públicas y de determinadas instituciones, han ampliado su aplicación conceptual a, prácticamente, todas las áreas sociales. Entre ellas el mundo empresarial».

			Existía hasta entonces la concepción desde la época de la reina Isabel II de que con la expresión protocolo se hacía referencia solo a la aplicación normativa para el sector oficial.1 Sin embargo, Fuente (2010, pág. 26) define el protocolo como:

			«Conjunto de normas o reglas establecidas por ley, decreto, disposiciones o costumbres, así como técnicas específicas tradicionales y modernas que son de aplicación para la organización de los actos públicos y privados de carácter formal, ya sean de naturaleza oficial o no oficial, y que se ejecutan con solemnidad o sin ella».

			Definiciones de otros especialistas reconocidos van en esa misma línea;2 es el caso de Vilarrubias (1992, pág. 22), Arévalo (2001, pág. 50), Urbina (2001, pág. 33), Laforet (1997, pág. 32) y Rodríguez (2005, pág. 24), por citar algunos ejemplos. De hecho, hoy se puede hablar de varias «escuelas» o tendencias sobre la adscripción de la disciplina del protocolo y que, incluso, ha llegado a manifestarse en la creación de los estudios oficiales universitarios de esta materia en España, donde unos se adscriben a las Humanidades y otras al Derecho o a la Comunicación. Pero en cualquier caso es ya una realidad que el protocolo como tal se ha extendido al conjunto de la sociedad, y se diferencia mediante un apellido (de Estado, de empresa, deportivo, social, universitario, etc.).

			Pese a esto, el diccionario de la Real Academia Española, en su última revisión de 2015, abandona la criticada expresión de «regla ceremonial diplomática establecida por decreto o costumbre» y la matiza como «conjunto de reglas establecidas por norma o por costumbre para ceremonias y actos oficiales o solemnes».3 La evolución académica es clara y manifiesta, y aunque en la última revisión sigue refiriéndose a ceremonias y actos oficiales, no descarta los actos solemnes, sin matizar si deben ser oficiales o no, lo que da pie a pensar que se refiere a cualquier tipo de evento que requiera determinadas formalidades.

			Hemos de concluir claramente que protocolo de Estado es el conjunto normativo oficial y las costumbres y tradiciones inveteradas aceptadas que se siguen para la organización de eventos promovidos por las instituciones del Estado. Es necesario insistir en que estas costumbres en el ámbito oficial son fundamentales y que se valoran como si fueran leyes. Así, por ejemplo, no hay un solo documento oficial que obligue a que en todos los actos (salvo los religiosos) a los que asiste en España el jefe del Estado, hoy el rey Felipe VI, o un miembro de la familia real, presida. Y esta cuestión no se discute; se aplica sin más porque así es la costumbre desde siempre. Algo que es similar en todos los países.

			En cualquier caso, como señala Fuente (2010, pág. 64.):

			«Protocolo Oficial de Estado, en cualquier país, se basa en dos fundamentos esenciales: la normativa legal vigente, ya sea de carácter nacional, regional o autonómico o local, y las costumbres y tradiciones inveteradas. La parte reglada se sustenta en los contenidos de la Constitución Española de 1978, que consagra un sistema y unas instituciones que han de tener su fiel reflejo en el entramado normativo que afecta a la organización de los actos oficiales y las precedencias de sus autoridades».

			Pasamos a continuación a detallar las principales normativas por las que se regula el protocolo de Estado en España.

			
				
					
				
				
					
							
							Para aquellos lectores que tengáis interés en protocolo de Estado de otros países, lo que aquí se expone resulta de utilidad, pues solo debe contrastarse nuestra normativa con la del país en cuestión y saber que lo aplicable es lo que esté estipulado en dicho territorio. Sin embargo, pondremos ejemplos que pueden ayudar a la aplicación de la normativa, con independencia de la procedencia de la fuente del derecho.

						
					

				
			

			

			
2.	Las precedencias del Estado y la presidencia de los actos oficiales

			La principal normativa de protocolo existente en España es el Real Decreto 2099/83, de 4 de agosto, sobre ordenación general de precedencias en el Estado.

			Se trata de una disposición, que algunos autores consideran hoy muy necesitada de actualización, que en 1983 constituyó un avance importante en la puesta al día del protocolo heredado de la dictadura del general Francisco Franco. No es un documento4 que establezca solamente las precedencias de las autoridades, sino que aborda otras cuestiones fundamentales para entender el protocolo oficial.

			Hemos de advertiros que la lectura literal de este Real Decreto os resultará insuficiente y confusa si no se tiene en cuenta que numerosas normativas posteriores han modificado artículos de este y que, para desesperación de los profesionales, no hay un texto consolidado al que pueda recurrirse. Es necesario conocer ese texto, pero hay que tener en cuenta las sucesivas modificaciones introducidas. No obstante, advertiremos en este libro de los cambios correspondientes y ofreceremos la actualización oportuna.

			Previamente, hemos de hacer referencia a lo que es la precedencia en términos protocolarios. Feijoo (2010) la define como la preeminencia «en el lugar y asiento en algunos actos honoríficos». Significa, igualmente, prioridad o antelación en el orden a determinar la situación posicional o lugar por categoría, cargo o rango que le esté reservado a una autoridad o personalidad o invitado que concurre a un acto o evento.

			
2.1.	Alcance de la normativa

			El Real Decreto 2099/83 establece el régimen de precedencias de los cargos y entes públicos en los actos oficiales. En consecuencia, el alcance de sus normas queda limitado a dicho ámbito, sin que su determinación confiera por sí honor o jerarquía, ni implique, fuera de él, modificación del propio rango, competencia o funciones reconocidas o atribuidas por la ley. Es decir, es de obligado cumplimiento en todos los actos oficiales que se celebren en el Estado español, pero no en otro tipo de actos, si bien se aconseja —como apuntábamos en la introducción— que en los eventos no oficiales a los que concurran autoridades se aplique para ellos esta normativa.

			
2.2.	Clasificación de los actos

			Los actos oficiales se clasifican en:

			•	Actos de carácter general: aquellos que se organicen por la Corona, el Gobierno o la Administración del Estado, comunidades autónomas o corporaciones locales, con ocasión de conmemoraciones o acontecimientos nacionales, de las autonomías, provinciales o locales.

			•	Actos de carácter especial: los organizados por determinadas instituciones, organismos o autoridades, con ocasión de conmemoraciones o acontecimientos propios del ámbito específico de sus respectivos servicios, funciones y actividades.

			En una primera lectura de esta definición, que es clave en el protocolo de Estado, puede que os cueste entender la diferencia entre unos y otros porque su definición parece similar, pero no es así. Buscando expresiones más sencillas y coloquiales, se entendería como actos de carácter general los promovidos por las instituciones centrales del Estado, comunidades autónomas y corporaciones locales (ayuntamientos, diputaciones, cabildos, etc.) para celebrar o conmemorar un hecho que no es fruto de las competencias específicas de la función de gobernar, sino fruto de hechos sociales relevantes cuyo origen es general (no específico).

			
				
					
				
				
					
							
							Ejemplos de actos de carácter general

						
					

					
							
							Un acto de carácter general sería cualquiera que se promoviera para celebrar el Día de la Fiesta Nacional, el Día de la Constitución Española, el Día de la Comunidad, o los actos oficiales con ocasión del patrón de un municipio o la conmemoración del milenario de la ciudad.

						
					

				
			

			

			En cambio, entenderemos como actos de carácter especial todos aquellos que se realicen como consecuencia de la actividad habitual de las administraciones en el ejercicio de sus competencias de gobierno.

			
				
					
				
				
					
							
							Ejemplos de actos de carácter especial

						
					

					
							
							La firma de un convenio del Ayuntamiento con otra entidad, la presentación en un ministerio de un determinado plan, la entrega de un título de Hijo Adoptivo, la inauguración de un hospital o carretera, o la entrega de llaves de pisos sociales a los ciudadanos. Da igual que se celebren en Madrid, capital del Estado, que en cualquier municipio o pueblo de nuestro país.

						
					

				
			

			

			¿Por qué es importante diferenciar los actos y acertar con la clasificación? Porque el propio Real Decreto dispone soluciones diferentes según el tipo de evento que estemos celebrando. De esta forma:

			•	La precedencia en los actos oficiales de carácter general organizados por la Corona, el Gobierno o la Administración del Estado deben ajustarse literalmente a las prescripciones de lo establecido en el Real Decreto.

			•	En el caso de los actos oficiales de carácter general organizados por las comunidades autónomas o por la administración local, la precedencia se determinará prelativamente, de acuerdo con lo dispuesto en el Real Decreto, aunque en este caso permita, además, aplicar la normativa propia de aquellas y las tradiciones o costumbres inveteradas5 del lugar.

			En ningún supuesto podría alterarse el orden establecido para las instituciones, autoridades y corporaciones del Estado señaladas en dicha normativa, si bien —de nuevo hace referencia a ello— se respetará la tradición inveterada del lugar cuando, en relación con determinados actos oficiales, hubiere asignación o reserva en favor de determinados entes o personalidades.

			Esta última expresión es importante y salva muchos vacíos de la norma, por lo que se convierte en un instrumento que puede ser eficaz para el técnico de protocolo cuando se encuentra con autoridades o personalidades que no se contemplan en la ordenación oficial.6

			Por ejemplo, el arzobispo o el obispo de la diócesis no figuran en el Real Decreto, como consecuencia de la confesionalidad del Estado expresada en la Constitución. Pero si asiste a un evento organizado por el Ayuntamiento, ¿dónde los situaríamos?

			Podemos aplicar dos soluciones: primera, «la tradición», que nos indica que el arzobispo o el obispo ocupa el lugar que el Real Decreto reserva al rector, situándose inmediatamente por delante de este (en algunas comunidades por detrás, pero lo lógico es que vaya por delante, aunque en caso de dudas puede aplicarse perfectamente la antigüedad en el ejercicio del cargo que ocupen en ese rectorado o en ese obispado, no en otros); y la segunda, «por conveniencia», consistente en buscarle un lugar especial (no prioritario), fuera de la ordenación de autoridades y basándonos en principios de cortesía. Lo mismo podríamos hacer, en esta segunda opción, con los altos representantes de otras confesiones, para quienes por carecer de tradición no se sabe con exactitud cuál sería su precedencia.

			En cambio, la precedencia en los actos oficiales de carácter especial la determina el anfitrión, ya sea aplicando su normativa específica (caso de las comunidades autónomas y ayuntamientos que tienen decretos o reglamentos al respecto) o las costumbres y tradiciones.7 Pero aun con esta autonomía, el ordenamiento señalado entre sí para las autoridades contempladas en el Real Decreto debe respetarse.

			En virtud de esto, en un acto organizado, por ejemplo, por una diputación, a la hora de valorar la precedencia de autoridades que asistan a su acto, las no contempladas en el Real Decreto pueden incluirse entre aquellas o conferirles un lugar especial que en la medida de lo posible debe terminar por consolidarse. En este caso, las autoridades especificadas en el Real Decreto que sufran retrasos de puesto no deberían protestar o reclamar, puesto que el anfitrión tiene competencia para resolver. Lo que no puede hacer el organizador es saltar a su gusto el orden entre las contempladas, de tal forma que no puede adelantar a un ministro frente al presidente de la comunidad, o al presidente del Tribunal Superior de Justicia sobre un consejero (salvo que sean invitados en cuyo honor se hace el evento).

			Esta cuestión ha generado que en muchas instituciones exista la denominada oficiosamente «Lista B», que guardan en sus cajones los responsables de protocolo, y que se confecciona mediante el denominado «peinado», un sistema que trata de mezclar las autoridades contempladas y las no citadas en el Real Decreto 2099/83. Ese «peinado» debe realizarse siguiendo el escalado o jerarquización establecida en la filosofía del Real Decreto (primero los más altos representantes de las diferentes instituciones, luego los segundos, los terceros y así sucesivamente, mezclándose en el orden colegiado de las instituciones nacionales, autonómicas y locales).

			
2.3.	La presidencia de los actos oficiales

			Los actos oficiales serán presididos por la autoridad que los organiza. Así lo señala el artículo 4 del Real Decreto, aunque este apartado genera una incertidumbre que termina normalmente por ser fuente de conflicto. A renglón seguido dice: «En caso de que dicha autoridad no ostentase la presidencia, ocupará lugar inmediato a la misma». Estas 16 palabras nunca han generado tanto conflicto protocolario. Primero porque resulta contradictorio que se diga que los actos serán presididos por la autoridad que los organiza y luego se hable de no presidir. Y en segundo lugar, ¿cuál es el lugar inmediato? Aunque en una primera lectura pueda entenderse como el puesto siguiente, la realidad (y la costumbre) acredita que en un sistema de puestos en alternancia el puesto tres también es inmediato.

			Esta supuesta contradicción no es fruto del antojo del legislador, que ha tenido en cuenta el principio tradicional de la cortesía, esa que hace que un anfitrión ceda la presidencia a otra autoridad o personalidad por respeto, por costumbre o por honor o deferencia. Si el rey viene a mi casa, lo normal es que le ceda la presidencia. Precisamente el Real Decreto pretende resolver qué sucede con el anfitrión cuando renuncie a su puesto de presidir.

			Los profesionales de protocolo con trayectoria y experiencia entendemos que el puesto inmediato —en el sistema de alternancia— es el 2 o 3, porque está al lado. En el sistema lineal, el inmediato solo es el 2. Respetando la tradición, un anfitrión cuando cede la presidencia lo hace a su derecha (puesto de honor), razón por la cual debe retrasarse técnicamente al puesto tres (insistimos en el sistema de alternancia). El anfitrión tiene la opción de situarse en el puesto 2 (llamada cesión moderna) o en el 3 (cesión clásica), no debiendo retrasarse más (salvo presidencia par, que obligaría a ir a los puestos 3 o 4, caso de que por ejemplo presidieran los reyes de España).

			¿Cuál es la opción más correcta, la moderna o la clásica? Ambas. Debe decidir con inteligencia el anfitrión qué opción tomar. Por principio elemental, tener a la derecha al que se cede es la mejor forma de visualizar la cortesía, y así se venía entendiendo hasta ahora. Pero son muchos los anfitriones que no entienden esta «norma» no escrita de la «derecha, puesto de honor», y consideran que la cesión es de solo un puesto y no dos.

			Habrá ocasiones en las que al anfitrión le interese ocupar el puesto tres. Por ejemplo, si un alcalde invita al presidente del Gobierno y al presidente de la comunidad autónoma, sería muy elegante para él que dejar el puesto 1 al presidente del Gobierno y el dos al presidente de la comunidad, relegándose al puesto tres (ambos tienen mayor precedencia que el primer edil). Pero si en la presidencia no hubiera otras autoridades de mayor rango que el anfitrión, debería quedarse en el puesto 2. Fácil de entender y de aplicar. En este sentido, sería muy conveniente por parte de los expertos de protocolo explicar a las autoridades estos conceptos para que abandonen su teoría de que solo renuncien a un puesto. Al fin y al cabo, habría que recordarles que donde se ubique el anfitrión está la verdadera presidencia. La otra es la de la «deferencia» o «cortesía», a veces obligada por costumbre (caso de la familia real o un jefe de Estado extranjero) o, en otras, por verdadera decisión de cortesía.

			
2.4.	Rangos de ordenación

			El Real Decreto 2099/83 establece tres rangos o formas de ordenar a las autoridades y/o a las instituciones:

			1)	el individual o personal,

			2)	el departamental y

			3)	el colegiado.

			El primero regula el orden singular de autoridades, titulares de cargos públicos o personalidades. Es decir, persona a persona. El departamental fija la precedencia de los ministerios (y es aplicable a consejerías autonómicas y a las concejalías municipales, y así sucesivamente). El colegiado señala la prelación entre las instituciones y corporaciones cuando concurran como tales, teniendo así carácter colectivo y sin extenderse a sus respectivos miembros en particular.

			
2.5.	La representación

			La citada normativa deja claro que en un acto la persona que acuda representando en su cargo a una autoridad superior no puede gozar de la precedencia reconocida a la que representa, debiendo ocupar el lugar que le corresponda por su propio rango, salvo que ostente expresamente la representación del rey o del presidente del Gobierno.

			La palabra expresamente hay que entenderla en el contexto de que medie un documento, comunicación oficial o resolución. Salvo estas dos, ninguna otra autoridad puede arrogarse el derecho de exigir un lugar mejor al que corresponde a su rango.

			Al respecto, existe en España una cierta confusión sobre la representación y el ejercer «en funciones». A juicio del autor de este libro, la cuestión está clara. Un teniente alcalde que acuda en representación de su alcalde a un evento, no ejerciendo la función de alcalde en funciones, no puede exigir el puesto del primer edil. En cambio, cuando acuda a un acto un teniente alcalde que ejerce como alcalde en funciones (y medie una resolución que acredite esa cuestión) ha de entenderse que lo hace como alcalde, en cuyo caso le corresponden los honores y precedencias como tal. Esto puede extenderse a cualquier autoridad que ejerza en funciones, insisto, siempre y cuando exista la resolución legal correspondiente. De no ser así, no debiera reconocerse esta cuestión.

			Hay decretos autonómicos de precedencias que sí que contemplan, en cambio, que la persona que represente al presidente de la comunidad o al presidente del Parlamento regional goce de los honores de su representado. En esos casos, sí debe admitirse la representación con todas las consecuencias, pero siempre que se trate de un acto de competencia regional. Fuera de ese ámbito, la normativa que rige para esta cuestión es el Real Decreto nacional.

			
2.6.	Orden de precedencias en la Villa de Madrid

			El artículo 10 del Real Decreto 2099/838 establece el ordenamiento individual para los actos de carácter general que se celebran en la Villa de Madrid, en su condición de capital del Estado y sede de las instituciones generales. Ha de entenderse que esta ordenación se aplica solo para los actos organizados por las instituciones centrales del Estado y que se celebren en Madrid capital (protocolariamente el concepto Villa es el territorio en el que se ubica la sede principal de las instituciones centrales del Estado). No afecta a los actos de las instituciones regionales o locales de la Comunidad de Madrid y municipio de Madrid.

			Ha de entenderse que estas instituciones centrales se refieren a la Jefatura del Estado, el Gobierno, el Congreso, el Senado, el Tribunal Constitucional y el Consejo General del Poder Judicial, así como otras de entidad menor como el Consejo de Estado, Defensor del Pueblo, Tribunal de Cuentas, Instituto de España o entidades similares (puede incluirse en este apartado a las reales academias integradas en el Instituto de España). Para el resto no se aplica este artículo, sino el artículo 12 al que nos referiremos más adelante. El mismo 12 también ha de seguirse cuando las instituciones centrales organicen actos fuera de Madrid.

			En los actos coloquialmente denominados del artículo 10, el orden vigente a la hora de escribir este texto es el siguiente:

			1)	Rey, don Felipe VI

			2)	Reina consorte, doña Letizia Ortiz

			3)	Princesa de Asturias, doña Leonor de Borbón

			4)	Infanta doña Sofía de Borbón

			5)	Rey honorífico, don Juan Carlos de Borbón

			6)	Reina honorífica, doña Sofía de Grecia

			7)	Infantes de España

			8)	Presidente del Gobierno

			9)	Presidente del Congreso de los Diputados

			10)	Presidente del Senado

			11)	Presidente del Tribunal Constitucional

			12)	Presidente del Consejo General del Poder Judicial y del Tribunal Supremo

			13)	Vicepresidentes del Gobierno, según su orden

			14)	Ministros del Gobierno, según su orden

			15)	Decano del Cuerpo Diplomático (Nuncio Apostólico) y embajadores extranjeros acreditados en España (orden de presentación de cartas credenciales que puede consultarse en el Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación)

			16)	Presidentes de los Consejos de Gobierno de las comunidades autónomas, según la antigüedad de su primer estatuto de autonomía y, en caso de coincidencia, por la fecha en su última elección

			17)	Expresidentes del Gobierno, por orden de antigüedad

			18)	Jefe de la oposición

			19)	Alcalde de Madrid

			20)	Jefe de la Casa de Su Majestad el Rey

			21)	Presidente del Consejo de Estado

			22)	Presidente del Tribunal de Cuentas

			23)	Fiscal general del Estado

			24)	Defensor del pueblo

			25)	Presiente del Consejo Económico y Social

			26)	Secretarios de Estado, según su orden, y jefe de Estado Mayor de la Defensa y jefes de Estado Mayor de los Ejércitos de Tierra, Mar y Aire

			27)	Vicepresidentes de las Mesas del Congreso de los Diputados y Senado, según su orden

			28)	Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma de Madrid

			29)	General jefe del Mando Aéreo General, con sede en Madrid

			30)	Secretario general de la Casa de Su Majestad el Rey y jefe del Cuarto Militar de la Casa de Su Majestad el Rey

			31)	Subsecretarios y asimilados, según su orden

			32)	Secretarios de las Mesas del Congreso de los Diputados y del Senado, según su orden

			33)	Presidente de la Asamblea Legislativa de la Comunidad de Madrid

			34)	Encargados de negocios extranjeros acreditados en España

			35)	Presidente del Instituto de España

			36)	Directores generales y asimilados, según su orden

			37)	Consejeros de Gobierno de la Comunidad Autónoma de Madrid

			38)	Miembros de la Mesa de la Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma de Madrid

			39)	Presidente y fiscal del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma de Madrid

			40)	Diputados y senadores por Madrid

			41)	Rectores de las universidades con sede en Madrid, según la antigüedad de la universidad

			42)	Delegado de la Defensa en Madrid

			43)	Tenientes de alcalde del Ayuntamiento de Madrid

			
2.7.	Orden de precedencias en las comunidades autónomas

			Para el resto de los actos a los que no les afecte este artículo 10, ha de aplicarse el artículo 12, que actualizado a fecha actual queda como sigue (para facilitar la comprensión y hacerlo más manejable para actos en comunidades autónomas o entidades locales, subrayamos las autoridades que tienen su residencia oficial en el territorio autonómico o local):

			1)	Rey don Felipe VI

			2)	Reina consorte doña Letizia Ortiz

			3)	Princesa de Asturias, doña Leonor de Borbón

			4)	Infanta doña Sofía de Borbón

			5)	Rey honorífico don Juan Carlos de Borbón

			6)	Reina honorífica doña Sofía de Grecia

			7)	Infantes de España

			8)	Presidente del Gobierno

			9)	Presidente del Congreso de los Diputados

			10)	Presidente del Senado

			11)	Presidente del Tribunal Constitucional

			12)	Presidente del Consejo General del Poder Judicial y del Tribunal Supremo

			13)	Presidente del Consejo de Gobierno de la comunidad autónoma

			14)	Vicepresidentes del Gobierno, según su orden

			15)	Ministros del Gobierno, según su orden

			16)	Decano del Cuerpo Diplomático (Nuncio Apostólico) y embajadores extranjeros acreditados en España

			17)	Presidentes de los Consejos de Gobierno de otras comunidades autónomas, según la antigüedad de su primer estatuto de autonomía y, en caso de coincidencia, por la fecha en su última elección

			18)	Expresidentes del Gobierno, por antigüedad

			19)	Jefe de la oposición

			20)	Presidente de la asamblea legislativa de la comunidad autónoma (parlamento regional)

			21)	Delegado del Gobierno en la comunidad autónoma

			22)	Alcalde del municipio del lugar

			23)	Jefe de la Casa de Su Majestad el Rey

			24)	Presidente del Consejo de Estado

			25)	Presidente del Tribunal de Cuentas

			26)	Fiscal general del Estado

			27)	Defensor del pueblo

			28)	Secretarios de Estado, según su orden, y jefe de Estado Mayor de la Defensa y jefes de Estado Mayor, de los Ejércitos de Tierra, Mar y Aire

			29)	Vicepresidentes de las Mesas del Congreso de los Diputados y del Senado, según su orden

			30)	Representante institucional de las Fuerzas Armadas9 en la región o zona

			31)	Secretario general de la Casa de Su Majestad el Rey y jefe del Cuarto Militar de la Casa de Su Majestad el Rey

			32)	Consejeros de Gobierno de la comunidad autónoma, según su orden (consultar en cada comunidad)

			33)	Miembros de la Mesa de la asamblea legislativa de la comunidad autónoma

			34)	Presidente del Consejo Económico y Social

			35)	Presidente y fiscal del Tribunal Superior de Justicia de la comunidad autónoma

			36)	Subsecretarios y asimilados, según su orden

			37)	Secretarios de las Mesas del Congreso de los Diputados y del Senado, según su orden

			38)	Encargados de negocios extranjeros acreditados en España

			39)	Presidente del Instituto de España

			40)	Presidente de la diputación provincial, mancomunidad o cabildo insular

			41)	Directores generales y asimilados, según su orden

			42)	Diputados y senadores por la provincia donde se celebre el acto

			43)	Subdelegado del Gobierno

			44)	Rectores de universidad en cuyo distrito tenga lugar el acto, según la antigüedad de la universidad

			45)	Presidente de la Audiencia Provincial

			46)	Delegado de la Defensa, subdelegado de la Defensa y jefes de los Sectores Naval y Aéreo, por orden de empleo o antigüedad

			47)	Director insular

			48)	Tenientes de alcalde del Ayuntamiento del lugar

			49)	Comandante militar de la plaza, comandante o ayudante militar de Marina y autoridad aérea local, por orden de empleo o antigüedad

			50)	Representantes consulares extranjeros

			Para los cargos no contemplados, y podrá observarse que son unos cuantos, hemos de remitirnos a lo expresado más atrás: han de aplicarse las normativas propias o las famosas «Listas B» de cada comunidad o realizar un «peinado». Es importante advertir que el Real Decreto da un nombre genérico a determinadas instituciones, pero el responsable de protocolo ha de saber a qué se refieren (asamblea legislativa corresponde a los parlamentos autonómicos, que en cada comunidad tienen un nombre específico, como el caso de Asturias, que se llama Junta General del Principado de Asturias, o en Cataluña, Parlament de Catalunya).

			En el puesto 16 del artículo 10 se hace referencia a los presidentes de las comunidades autónomas, y en el 17 del artículo 12, a los presidentes de otras comunidades autónomas. En el caso del 10, todos los presidentes ocupan la misma posición, ordenándose de acuerdo con la antigüedad de la publicación oficial del correspondiente estatuto de autonomía en el Boletín Oficial del Estado (no hay precedencia para el titular de la Comunidad de Madrid, que irá al puesto que le corresponda en función de este criterio). En el caso del artículo 12, primero se coloca al presidente de la comunidad autónoma donde se celebra el acto y tras él (si no asistieron vicepresidentes del Gobierno de la Nación o ministros, o embajadores extranjeros acreditados en España), el resto de los presidentes por el orden antes señalado.

			La antigüedad de los estatutos de autonomía es la siguiente:

			1)	País Vasco (BOE, 22-12-1979)

			2)	Cataluña (BOE, 22-12-1979)

			3)	Galicia (BOE, 28-4-1981)

			4)	Andalucía (BOE, 11-1-1982)

			5)	Principado de Asturias (BOE, 11-1-1982)

			6)	Cantabria (BOE, 11-1-1982)

			7)	La Rioja (BOE, 19-6-1982)

			8)	Región de Murcia (BOE, 19-6-192)

			9)	Comunidad Valenciana (BOE, 18-7-1982)

			10)	Aragón (BOE, 16-8-1982)

			11)	Castilla-La Mancha (BOE, 16-8-1982)

			12)	Canarias (BOE, 16-8-1982)

			13)	Comunidad Foral de Navarra (BOE, 16-8-1982)

			14)	Extremadura (BOE, 26-2-1983)

			15)	Islas Baleares (BOE, 1-3-1983)

			16)	Comunidad de Madrid (BOE, 1-3-1983)

			17)	Castilla y León (BOE, 2-3-1983)

			18)	Ciudad Autónoma de Ceuta (BOE, 14 de marzo de 1995)

			19)	Ciudad Autónoma de Melilla (BOE, 14 de marzo de 1995)

			En el caso de coincidencia de fechas, para los presidentes «empatados» se dará precedencia en función de la antigüedad de la fecha oficial de su nombramiento.10

			
2.8.	Orden colegiado y departamental

			El orden que rige para las instituciones y corporaciones oficiales tanto para los actos que se celebren en la Villa de Madrid como capital del Estado y sede de las instituciones del Estado, como en las comunidades autónomas, viene recogido en los artículos 14 y 16, y como no ha habido cambio alguno puede seguirse lo señalado en el Real Decreto 2099/83.

			El orden departamental —cuyo conocimiento es vital para un técnico de protocolo por cuanto que de él emana la precedencia no solo de los ministros sino de todos los altos cargos dependientes de estos— recogido en el Real Decreto ha quedado obsoleto. El vigente a la hora de redactar este texto, tras el último nombramiento de ministros el 3 de noviembre de 2016, es el siguiente (no obstante, siempre que haya cambios ministeriales o creación o supresión de ministerios es bueno consultar si afecta a la ordenación, en cuyo caso recomendamos consultar el Real Decreto por el que se nombran los ministros):11

			1)	Asuntos Exteriores y de Cooperación

			2)	Justicia

			3)	Defensa

			4)	Hacienda y Función Pública

			5)	Interior

			6)	Fomento

			7)	Educación, Cultura y Deporte

			8)	Empleo y Seguridad Social

			9)	Energía, Turismo y Agenda Digital

			10)	Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente

			11)	Presidencia y para las Administraciones Públicas

			12)	Economía, Industria y Competitividad

			13)	Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad

			
2.9.	Precedencia de los altos cargos ministeriales y los asimilados

			¿Quién va primero, el secretario de Estado para la Unión Europea o el secretario de Estado de Cooperación Internacional y para Iberoamérica, ambos dependientes del Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación? ¿A quién se pone antes, al secretario de Estado de Infraestructuras, Transportes y Viviendas del Ministerio de Fomento o al secretario de Estado de Servicios Sociales e Igualdad del Ministerio de Sanidad? Y lo mismo para los ministros, subsecretarios, secretarios generales, directores generales, secretarios técnicos y otros altos cargos ministeriales. ¿Cuál es el criterio para fijar la prioridad?

			El orden de los ministros es el mismo que el departamental antes expuesto. Para los altos cargos con el mismo rango pero de distintos ministerios, se sigue el orden departamental, de tal forma que en la pregunta anterior el secretario de Estado de Infraestructuras, Transportes y Viviendas del Ministerio de Fomento irá antes que el secretario de Estado de Servicios Sociales e Igualdad del Ministerio de Sanidad porque ese es el orden de los ministerios. Si acudiera un alto cargo con rango de secretario de Estado adscrito a la Presidencia del Gobierno (caso del jefe de Gabinete del Presidente), iría el primero de todo ellos. Para los cargos de un mismo ministerio, a igualdad de rangos, en ausencia de una disposición explícita como tiene el Ministerio de Defensa, se ordenan según el orden por el que se citan en el Real Decreto por el que se desarrolla la estructura orgánica de cada departamento —valorando la dependencia de una autoridad de mayor rango—, que habría que consultar en cada caso (no obstante, se aconseja que en esos casos se consulte la precedencia en el ministerio correspondiente).

			El Real Decreto 2099/83 utiliza en varias ocasiones en sus artículos 10 y 12 la expresión asimilados. Se refiere a autoridades que, sin llamarse como tal secretarios de Estado, subsecretarios o directores generales, tienen conferido por real decreto ese rango.

			Así, tenemos el caso del presidente del Instituto de España, que tiene rango de secretario de Estado, o el director de Renfe, con rango de director general, o el gobernador del Banco de España, como ministro, por citar algunos ejemplos.

			En caso de dudas, se aconseja dirigirse a los servicios de protocolo del ministerio al que se adscriben o bien al Departamento de Protocolo de la Presidencia del Gobierno. Igualmente, conviene llamar la atención sobre el hecho de que a veces las expresiones pueden confundir, como el caso del director general de la Guardia Civil, que tiene rango de subsecretario. Mucho cuidado con esto y siempre consultad o confirmad en la legislación oportuna.

			
2.10.	El protocolo comparado

			Aunque el Real Decreto 2099/83 no hace referencia alguna a esto, es necesario contemplarlo en este texto porque responde a la costumbre internacional en materia de precedencias. Nos referimos al protocolo comparado. Con esta expresión se entiende al tratamiento que debe darse a una autoridad extranjera que ocupa un alto cargo en su país y concurre invitado a un acto oficial en otra nación diferente a la suya o de un alto cargo de una organización supranacional (UE, OTAN, ONU, MERCOSUR, OEA, etc.).

			Es costumbre internacional que a un alto cargo de una institución de otro país se le dé el mismo tratamiento que a su homónimo en la nación que lo recibe, situándose justo a continuación.

			Así que si acudiera a España el ministro de Asuntos Exteriores de Chile, se situaría a continuación del ministro de Asuntos Exteriores de España, costumbre esta que es igual en todos los países.

			Para los altos cargos de las instituciones internacionales, todos ellos tienen predeterminados un rango que mundialmente se les reconoce y en razón a él se los equipara con su igual en el país receptor.

			De esta forma, si el presidente de la Comisión Europea acudiera a un acto oficial en España, se le daría el rango de presidente del Gobierno y se situaría a continuación de él, o el presidente del Parlamento Europeo a continuación del presidente del Congreso, o el comisario europeo de Economía tras el ministro de Economía, o el secretario general de Naciones Unidas a continuación del presidente del Gobierno por tener rango de primer ministro.

			Especialmente, debemos tener cuidado con determinadas personalidades extranjeras que tienen un nombre de cargo diferente, pero son similares al del país receptor.

			Así por ejemplo ocurre con Estados Unidos de América o de México, cuyos ministros son secretarios de Estado y ha de darse un mismo tratamiento, o en el caso de los presidentes de república que tienen la misma precedencia que reyes porque ambos son jefes de Estado, o los vicepresidentes de repúblicas (en aquellos países donde no existen primeros ministros) que tienen rango de primeros ministros o, en el caso de España, de presidente de Gobierno.

			En este protocolo comparado, entre iguales toma precedencia la autoridad del territorio en el que nos encontremos.

			Estudios de caso

			Al objeto de ayudaros a comprender mejor la aplicación de las precedencias, vamos a exponer un caso ficticio y otro caso real.

			a)	Caso ficticio

			El alcalde de Vigo es el anfitrión de un evento organizado por su Ayuntamiento para otorgar el título de Hijo Adoptivo al exministro de España, ex comisario europeo y ex secretario general de la OTAN, Javier Solana. Ambos se sentarán en la mesa de la presidencia, a la que también se ha invitado al ministro de Asuntos Exteriores de España, al presidente de la Xunta de Galicia, al presidente de la Diputación de Pontevedra, al presidente del Parlamento Gallego, al delegado del Gobierno en Galicia, al presidente del Parlamento Europeo y al presidente del Tribunal Superior de Justicia de Galicia. Se sientan todos ellos en una mesa de presidencia clásica (tipo académica, mirando de frente a los invitados).

			Vamos a determinar la precedencia. En primer lugar, la de las autoridades contempladas en el Real Decreto español. Aplicaremos para ello el artículo 12, ya que se trata de un acto oficial de carácter especial promovido por un Ayuntamiento perteneciente a una comunidad autónoma (haríamos lo mismo si el acto estuviera organizado por el Ayuntamiento de Madrid porque esta institución no se regula por al artículo 10, sino por el 12). El orden legal quedaría como sigue:

			•	Anfitrión: alcalde de Vigo. Es el primero porque la citada normativa establece que la autoridad que organiza un acto preside.

			•	Presidente de la Xunta de Galicia (que es presidente de la Comunidad Autónoma de Galicia).
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